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Honorable Magistrada

Doctor a MARIA VICTORIA CALLE CORREA

Magistrada de la Corte Constitucional 

Ciudad 

E.
S.
D.

ASUNTO:
Escrito de intervención en relación con las demanda de inconstitucionalidad respecto del artículo 25 parcial de la Ley 1564 de 2012
(Demandante: María Juliana Jiménez Martínez
Expediente D-1000
Honorables Magistrados

JAIME AUGUSTO CORREA MEDINA, mayor de edad, identificado con C.C No. 80´126.082 de Bogotá, actuando mi condición de profesor del Departamento de Derecho procesal en la facultad de Derecho de la Universidad Externado de Colombia, atendiendo la invitación de la H Corte formulada a la Universidad para pronunciarse sobre la demanda de la referencia, para lo cual solicitamos se denieguen las súplicas de la demanda, por las razones que a continuación se expondrán. 

1. CONSIDERACIONES
1.1 Ha sido pacífico en la jurisprudencia constitucional concebir que una de las manifestaciones de los principios democrático y de separación de poderes es la cláusula de reserva de ley. Por razón del principio democrático se procura que las normas que rigen la vida en sociedad reflejen mínimos de legitimidad al concebirse como expresión de la soberanía popular, del pluralismo y resultado del procedimiento deliberativo que se supone subyace en el proceso de formación de las leyes, del cual participó el Código General del Proceso, consumado en la expedición de la Ley 1564 de 2012.
1.2 Con la separación de poderes, por su parte, se pretende asegurar un reparto en el ejercicio del poder normativo, de manera que “el Legislador no puede dejar de adoptar las decisiones básicas que el Constituyente le ha confiado, ni el instrumento a través del cual se reglamenta puede adoptar las decisiones que sean propias del ámbito del Legislador”
. La jurisprudencia de nuestra Corte Constitucional ha referido que:

“La reserva de ley es una institución jurídica, de raigambre constitucional, que protege el principio democrático, al obligar al legislador a regular aquellas materias que el Constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley. Es una institución que impone un límite tanto al poder legislativo como al ejecutivo. A aquél, impidiendo que delegue sus potestades en otro órgano, y a éste, evitando que se pronuncie sobre materias que, como se dijo, deben ser materia de ley” .

1.3 Exige, entonces, que la regulación de ciertas materias solo pueda adelantarse mediante ley, o cuando menos se cimiente en ella. En algunos casos bajo el concepto de ley en sentido formal, es decir, emanada directamente del Congreso de la República, con sujeción a las reglas de procedimiento para su elaboración -estricta reserva legal-; y en otros bajo la noción de ley en sentido material, admitiendo la intervención del Gobierno como excepcionalmente facultado para dictar normas con fuerza de ley . Sin embargo, lo que de ninguna manera se autoriza es que el Legislador –ordinario o extraordinario- se despoje de las funciones constitucionalmente atribuidas para delegarlas, sin más, en otra autoridad so pretexto de su reglamentación. 

1.4 Por ello con buen criterio ha manifestado el máximo tribunal Constitucional considerando las diferentes acepciones de la expresión “reserva de ley” en el ordenamiento constitucional colombiano:



“La expresión reserva de ley tiene varios significados o acepciones, en primer lugar se habla de reserva general de ley en materia de derechos fundamentales, para hacer referencia a la prohibición general de que se puedan establecer restricciones a los derechos constitucionales fundamentales en fuentes diferentes a la ley. Sólo en normas con rango de ley se puede hacer una regulación principal que afecte los derechos fundamentales. En segundo lugar la expresión reserva de ley se utiliza como sinónimo de principio de legalidad, o de cláusula general de competencia del Congreso, la reserva de ley equivale a indicar que en principio, todos los temas pueden ser regulados por el Congreso mediante ley, que la actividad de la administración (a través de su potestad reglamentaria) debe estar fundada en la Constitución (cuando se trate de disposiciones constitucionales con eficacia directa) o en la ley (principio de legalidad en sentido positivo). Y en tercer lugar, reserva de ley es una técnica de redacción de disposiciones constitucionales, en las que el constituyente le ordena al legislador que ciertos temas deben ser desarrollados por una fuente específica: la ley”. 

1.5 En este último sentido todos los preceptos constitucionales en los que existe reserva de ley imponen la obligación que los aspectos principales, centrales y esenciales de la materia objeto de reserva estén contenidos (regulados) en una norma de rango legal. 
1.6 Bajo la Consideración de este argumento se observó por la comisión redactora del Código General del proceso, lo siguiente:



“(…) Toma la palabra el Dr. Álvarez para manifestar que el Consejo Superior de la Judicatura tiene la facultad de reglamentar los códigos y propone que la distribución de competencias por la cuantía quede sujeta a reglamentación por parte de dicha Corporación. Explica que debe existir facilidad para que el responsable del rendimiento de la rama judicial tenga manejo y pueda distribuir mejor los recursos humanos según las necesidades que se presenten.



En relación con el tema comenta el Dr. Canosa que se puede establecer un parágrafo en el código que faculte al Consejo Superior de la Judicatura para que modifique los montos de las cuantías en el evento en que las condiciones económicas del país cambien o el número de jueces se altere”
.
1.7 La delegación en el Consejo Superior de la Judicatura para la d, a través del Artículo 25 se cimenta en que,  de conformidad con el Acuerdo 113 de 1993’Por el cual dicta el Reglamento Interno de la Sala Administrativa’, señala en su artículo 2°, numeral 28.  que corresponde a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura: desarrollar las demás competencias que la ley señale.
1.8 Es ajustado y conforme entonces que el parágrafo del artículo 25 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 disponga que:



PARÁGRAFO. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, previo concepto favorable del Gobierno Nacional, podrá modificar las cuantías previstas en el presente artículo, cuando las circunstancias así lo recomienden.

1.9 La Corte Constitucional ha reconocido que el legislador goza de un importante margen de configuración normativa. según lo previsto por el artículo 150-2 de la Constitución Política de 1991; en este sentido le corresponde al Congreso de la República “[e]xpedir los códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones”. Con base en esta competencia y en general en la importancia que la ley posee como fuente del Derecho, el Legislador goza, por mandato constitucional, “de amplia libertad para definir el procedimiento en los procesos, actuaciones y acciones originadas en el derecho sustancial”
. A partir de ella, le corresponde “evaluar y definir las etapas, características, términos y demás elementos que integran cada procedimiento judicial”
. De tal suerte que la Constitución permite al legislativo “fijar las reglas a partir de las cuales se asegura la plena efectividad del derecho fundamental al debido proceso (artículo 29 C.P.), y del acceso efectivo a la administración de justicia (artículo 229 C.P.). Además, son reglas que consolidan la seguridad jurídica, la racionalidad, el equilibrio y finalidad de los procesos, y permiten desarrollar el principio de legalidad propio del Estado Social de Derecho
. Y (…) mientras el legislador, no ignore, obstruya o contraríe las garantías básicas previstas por la Constitución, goza de discreción para establecer las formas propias de cada juicio, entendidas éstas como ‘el conjunto de reglas señaladas en la ley que, según la naturaleza del proceso, determinan los trámites que deben surtirse ante las diversas instancias judiciales o administrativas’”
. 
1.10 De esta manera la libre configuración legislativa como prerrogativa esencial al  constitucionalismo democrático, se encuentra sometido al cumplimiento de los valores y principios constitucionales de la organización político institucional, tales como la dignidad humana, la solidaridad, la prevalencia del interés general, la justicia, la igualdad y el orden justo, asegurando la protección ponderada de todos los bienes jurídicos implicados que se ordenan
, cumpliendo con los principios de pproporcionalidad y razonabilidad frente al fin para el cual fueron concebidas
, con el objeto de asegurar precisamente la  primacía del derecho sustancial (art. 228 C.P.), así como el ejercicio más completo posible del derecho de acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.), el debido proceso (art. 29 C.P)
, el cumplimiento del postulado de la buena fe de las actuaciones de los particulares (CP art. 83)
 y el principio de imparcialidad
. 

1.11 En consecuencia se advierte que el Legislador no posee entonces una potestad absoluta, ni arbitraria
, sino que en su ejercicio, para elegir, concebir y desarrollar la ley con la que regula los distintos procesos debe someterse a los límites que impone la Constitución
 y la delegación para el desarrollo de aspectos regulados en la ley a otra autoridad para su adecuación, como aconteció frente a las cuantías, bajo el tenor del parágrafo del artículo 25 de la ley 1564, objeto de reproche, no es inconstitucional.

1.12 En manera alguna la potestad reglamentaria del Consejo Superior de la Judicatura contraría el debido proceso, frente al concepto de la violación expuesto por la demandante, o los preceptos acotados por la actora, en tanto (1) no existe contradicción con la Constitución Política de 1991, como tampoco (2) el parágrafo demandado no va en contravía los criterios desarrollados en la sentencia C-227 de 2009 por la Corte Constitucional, a saber.

 “i) que atienda los principios y fines del Estado tales como la justicia y la igualdad entre otros; ii) que vele por la vigencia de los derechos fundamentales de los ciudadanos
 que en el caso procesal (…) puede implicar derechos como el debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia (artículos 13, 29 y 229 C.P.) 
; iii) que obre conforme a los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la definición de las formas
 y iv) que permita la realización material de los derechos y del principio de la primacía del derecho sustancial sobre las formas (artículo 228 C.P.)
”. 

2. CONCLUSIÓN

En virtud de lo antedicho, solicitamos a la H Corte Constitucional acoger los planteamientos aquí esbozados, declarando: la exequibilidad de la norma respecto de los cargos invocados por el extremo demandante

De los Señores Magistrados,

JAIME AUGUSTO CORREA MEIDNA

Profesor de la Universidad Externado de Colombia
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� CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-619 de 2012, M.P. Jorge Ivan Palacio.


� INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. COMISION REDACTORA DEL PROYECTO DE CODIGO GENERAL DEL PROCESO, Acta No. 04 - Julio 9 de 2003,tomado de � HYPERLINK "http://www.icdp.org.co" �www.icdp.org.co� .


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-927 de 2000. 


� Así en sentencias  C-738 de 2006, C-718 de 2006, C-398 de 2006, C-275 de 2006, C-1146 de 2004, C-234 de 2003, C-123 de 2003, C-646 de 2002, C-314 de 2002, C-309 de 2002, C-893 de 2001; C-1104 de 2001, C-927 de 2000.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-001 de 1993. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-562 de 1997. 


� Ver por ejemplo, de la CORTE CONSTITUCIONAL. sentencias C-736 de 2002, C-296 de 2002 y C-1075 de 2002


� Por ende, se decía en la sentencia C-520 de 2009 siguiendo el precedente (Sentencias C-1512 de 2000 y C-925 de 1999): “‘la violación del debido proceso ocurriría no sólo bajo el presupuesto de la omisión de la respectiva regla procesal o de la ineficacia de la misma para alcanzar el propósito para el cual fue diseñada, sino especialmente en el evento de que ésta aparezca excesiva y desproporcionada frente al resultado que se pretende obtener con su utilización’”. 


� Sobre el particular se observó en la sentencia C-316 de 2001: “(…) Es así como la eliminación de una institución procesal puede generar el desamparo de un derecho, cuando quiera que el ordenamiento jurídico no ofrezca alternativas diferentes para protegerlo (…)”, escenario en el que el control jurisdiccional de la Corte resulta definitivo. Pues, “excluida del debate acerca de la pertinencia o impertinencia de los modelos procedimentales, la Corte reclama su competencia cuando se trata de definir si el legislador ha hecho uso ilegítimo de la autonomía de configuración que le confiere el constituyente. En esos términos, el Tribunal determina si la potestad configurativa se ejerció respetando los principios constitucionales y las garantías protegidas por el constituyente o si éstas han quedado desamparadas por la decisión legislativa que se estudia”.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-798 de 2003.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-925 de 1999.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-309 de 2002. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-204 de 2001 y C-228 de 2008. 


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencias C-728 de 2000 y C-1104 de 2001, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1512 de 2000. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-1104 de 2001 y  C-1512 de 2000. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-426 de 2002.
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